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Resumen: a partir del análisis de una de las sentencias más re-
levantes dictadas por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en materia de protección de los derechos 
humanos al medio ambiente y al agua, en este trabajo se anali-
za la justiciabilidad de dichos derechos a partir del estudio de 
la figura de inconstitucionalidad e inconvencionalidad de las 
omisiones en que incurren las autoridades del Estado cuando 
incumplen con obligaciones establecidas en normas de derecho 
internacional en materia de derechos humanos.  

Abstract: based on the analysis of one of the most relevant Ju-
dgements of the First Chamber of Mexico’s Supreme Court of 
Justice regarding the protection of the human rights to a heal-
thy environment and water, this paper analyzes the justiciabi-
lity of such rights based on the study of the unconstitutionali-
ty and unconventionality by omissions incurred by the State 
authorities when they fail to comply with the obligations and 
standars set forth in International Human Rights Law. 
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I. Preámbulo

En mi participación en esta edición del Congreso Iberoamerica-
no de Derecho Constitucional me gustaría abordar dos de las te-
máticas que fueron propuestas por los organizadores: el derecho 
humano al agua y a un medio ambiente saludable, así como la 
justiciabilidad de los derechos. 

Para desarrollar mi exposición, me apoyaré en una de las sen-
tencias más relevantes dictadas por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en materia de protección de los 
derechos referidos. Me refiero al amparo en revisión 543/2022,1 
asunto en el que la Primera Sala se pronunció en torno al deber 
de las autoridades administrativas de garantizar la preservación y 
evitar la sobreexplotación de los recursos hídricos. 

Asimismo, el amparo en comento es relevante en tanto que 
constituye un precedente novedoso en materia de justiciabilidad 
de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. 

1	 Amparo en revisión 543/2022, Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, Ciudad de México, 1 de marzo de 2023, https://www2.scjn.
gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=303599 
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Tal como a continuación expondré, a partir del análisis del pa-
rámetro de regularidad constitucional que rige en México, la 
Primera Sala determinó que las autoridades administrativas in-
curren en una omisión para efectos del juicio de amparo cuan-
do incumplen con obligaciones establecidas en una disposición 
internacional en materia de derechos humanos adoptada por el 
Estado mexicano. 

Para entender las temáticas desarrolladas por la Primera Sala 
a las que me referiré, considero necesario relatar de manera bre-
ve los antecedentes del asunto en comento. Diversas personas, 
físicas y morales, promovieron demanda de amparo indirecto en 
contra de tres autoridades encargadas de la protección del am-
biente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes recla-
maron la omisión de adoptar medidas en aras de preservar los 
recursos hídricos de un Acuífero ubicado en el norte del país. Se-
guida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito 
del conocimiento resolvió sobreseer el juicio al considerar que la 
parte quejosa carecía de interés legítimo. 

En contra de dicha determinación, la parte quejosa interpu-
so recurso de revisión y, posteriormente, solicitó a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que ejerciera su facultad de atrac-
ción. El alto tribunal decidió atraer el recurso de mérito al con-
siderar que, de superarse su improcedencia, el asunto permitiría 
desarrollar una doctrina novedosa en materia de prevención, in 
dubio pro natura y transversalidad aplicados a la explotación de 
mantos acuíferos a través del régimen de concesiones.2 

Ahora bien, en la presente ponencia expondré los tópicos 
que fueron abordados para la resolución del asunto, a saber: i) 
el interés legítimo para promover juicio de amparo indirecto en 
materia ambiental; ii) el marco teórico-jurídico en materia de 
las omisiones en que pueden incurrir las autoridades del Estado 
para dar operatividad a los derechos fundamentales reconocidos 
en sede internacional (inconvencionalidades por omisión), y iii) el 

2	 Solicitud de Ejercicio de la Facultad de Atracción 169/2022, Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ciudad de México, 7 de sep-
tiembre de 2022, https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/Paginas-
Pub/DetallePub.aspx?AsuntoID=295031 
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marco teórico-jurídico en torno al estándar de protección de los 
derechos humanos a un medio ambiente sano y al agua. 

II. Interés legítimo para promover juicio  
de amparo indirecto en materia ambiental

Como adelanté, en el asunto en comento el Juez del conocimien-
to consideró que la parte quejosa carecía de interés legítimo para 
promover el juicio de amparo. La Primera Sala revocó dicha de-
cisión y recordó que en los juicios ambientales el análisis sobre 
la actualización del interés legítimo se rige por los principios que 
norman esta materia. Es decir, por el principio de participación 
ciudadana y el correlativo de iniciativa pública, en virtud de los 
cuales el Estado tiene la obligación de fomentar la participación 
de la ciudadanía en la defensa del medio ambiente y crear entor-
nos propicios para este efecto.3 

En consecuencia, existe la obligación de hacer una interpre-
tación amplia en relación con la legitimación activa en el juicio 
de amparo en materia ambiental, aunque siempre identificando 
que quien acuda al juicio de amparo acredite ser beneficiario de 
los servicios ambientales que presta el ecosistema que estime 
afectado.4 El análisis de los servicios ambientales debe ser con-
forme al principio de precaución, lo que significa que la ausencia 
de pruebas científicas que reflejen puntualmente los “beneficios 
de la naturaleza” no puede ser motivo para considerar que de-
terminado ecosistema no presta un servicio ambiental, o bien, 
que el beneficio del ecosistema no repercute a una determinada 
persona o comunidad.5 

3	 Tesis 1a. CCXC/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 61, t. I, diciembre de 2018, p. 335, INTERÉS LEGÍTI-
MO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIEN-
TAL. OBLIGACIÓN DE LOS JUZGADORES EN SU ANÁLISIS, https://sjf2.
scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018694

4	 Tesis 1a. CCXCI/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Décima Época, Libro 61, t. I, diciembre de 2018, p. 335, INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA 
AMBIENTAL, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018693 

5	 Tesis 1a./J. 9/2022 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 12, Tomo II, abril de 2022, p. 841, DERECHO 
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Máxime porque en cualquier juicio que tenga por objeto la 
garantía del derecho humano al medio ambiente debe valorarse 
que el paradigma de este se basa en una idea de interacción com-
pleja e, incluso, imperceptible entre los seres humanos y la natu-
raleza, y que toma en cuenta los efectos individuales y colectivos, 
presentes y futuros de la acción humana. Esto es, el derecho a un 
medio ambiente sano se fundamenta en una idea de solidaridad 
que entraña un análisis de interés legítimo y no de derechos sub-
jetivos y de libertades.6

A partir de dichas premisas, la Primera Sala determinó que el 
interés legítimo en el juicio de amparo indirecto en materia am-
biental se acredita con la sola existencia de un vínculo entre quien 
alega ser titular del derecho y los servicios ambientales que presta 
el ecosistema presuntamente vulnerado, vínculo que surge cuando 
la parte quejosa demuestra habitar o utilizar su “entorno adyacen-
te”, esto es, zonas o espacios geográficos en los que impactan los 
servicios ambientales que prestan los ecosistemas y que benefician 
a los seres humanos y al propio medio ambiente; sin que para ello 
sea necesario demostrar que el daño al medio ambiente existe efec-
tivamente, pues —atendiendo al principio de precaución referido— 
tal circunstancia debe constituir la materia de fondo del juicio.7

Con base en lo anterior, se reconoció interés legítimo a la 
parte quejosa en virtud de que, por un lado, las personas físicas 
quejosas acreditaron que residen en Torreón, Coahuila, es decir, 
en el entorno adyacente al acuífero principal de la región Lagu-
nera. Por su parte, las personas morales quejosas acreditaron que 

HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. EL ANÁLISIS DE LOS SER-
VICIOS AMBIENTALES DEBE SER CONFORME AL PRINCIPIO DE PRE-
CAUCIÓN, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024375 

6	 Tesis 1a. CCLXXXIX/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, p. 309, DE-
RECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU NÚCLEO ESEN-
CIAL, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018636 

7	 Tesis 1a./J. 79/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima época, Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3569, INTERÉS LEGÍTI-
MO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATE-
RIA AMBIENTAL. LO TIENEN LAS PERSONAS BENEFICIARIAS DE LOS 
SERVICIOS AMBIENTALES QUE PRESTA EL ECOSISTEMA AFECTADO, 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026571 
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parte de su objeto social es la promoción, protección y defensa 
del derecho humano al medio ambiente, así como la ejecución 
de proyectos para mejorar la calidad de vida de las personas y 
la promoción del desarrollo sustentable. En consecuencia, una 
sentencia que otorgara el amparo impactaría indefectiblemente 
sobre su esfera jurídica.

III. Omisiones en que pueden incurrir las autoridades 
del Estado para dar operatividad a los derechos 

fundamentales reconocidos en sede internacional 
(inconvencionalidad por omisión).

Ahora bien, cabe recordar que en el asunto en comento la parte 
quejosa reclamó la omisión8 de las autoridades señaladas como 
responsables de cumplir con sus obligaciones internacionales, 
constitucionales y legales en aras de preservar y evitar la sobre-
explotación de los recursos hídricos del acuífero antes referido, 
lo que provocó una violación de los derechos humanos al agua y 
a un medio ambiente sano. 

Con el objeto de dar respuesta al planteamiento de la quejo-
sa, a partir de la doctrina constitucional de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la Primera Sala abordó los siguientes tópi-
cos: a) omisiones como actos de autoridad para efectos del juicio 
de amparo; b) omisiones administrativas; c) inconvencionalidad 
por omisión; d) el derecho humano a un medio ambiente sano; 
e) el derecho humano al agua, y f) la inconvencionalidad por 
omisión administrativa en detrimento de los derechos humanos 
al medio ambiente y al agua. Tópicos a los que a continuación 
me referiré. 

8	 En particular, la omisión de cumplir con su obligación de aplicar una polí-
tica ambiental sobre el Acuífero materia de la litis que garantice su susten-
tabilidad ambiental, y atienda y prevenga directamente su problemática de 
sobreexplotación hídrica.
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3.1. Omisiones como actos de autoridad  
para efectos del juicio de amparo

Conforme a lo dispuesto por los artículos 103 constitucional9 y 
1º de la Ley de Amparo,10 el juicio de amparo procede en contra 
de actos u omisiones que vulneren los derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución y tratados internacionales de los 
que México forma parte. Actualmente es ampliamente aceptado 
que las autoridades pueden afectar a los gobernados a partir de la 
realización de actos positivos, o bien, a través de actos negativos 
u omisiones. Sin embargo, se debe diferenciar entre un acto ne-
gativo o uno omisivo. Los actos de inacción no están conectados 
con alguna razón que suponga el incumplimiento de un deber, 
mientras que las omisiones sí.11

A partir de la distinción anterior, se ha determinado que, en 
el ámbito jurídico, para que se configure una omisión es necesa-
rio que exista el deber de realizar una conducta y que se haya in-

9	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, art. 103.- Los Tri-
bunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite: 

	 I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los 
derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su pro-
tección por Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos esta 
Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Esta-
do Mexicano sea parte; […], https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/
cpeum/documento/cpeum.pdf 

10	 Ley de Amparo, art. 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda 
controversia que se suscite: 

	 I. Por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen los de-
rechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección 
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; […] 

	 El amparo protege a las personas frente a normas generales, actos u omisio-
nes por parte de los poderes públicos o de particulares en los casos señala-
dos en la presente Ley, https://intranet.scjn.pjf.gob.mx/Lists/NormativaIn-
ternacional/Attachments/61/ley-amparo-07-06-2021.pdf  

11	 Tesis 1a. CXC/2007, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, t. XXVI, septiembre de 2007, p. 386, INTERPRETACIÓN DIREC-
TA DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. PARA DETERMINAR SI EXISTE 
OBLIGACIÓN DE REALIZARLA DEBE DISTINGUIRSE SI SE TRATA DE 
ACTOS NEGATIVOS U OMISIVOS, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-
sis/171435 
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cumplido con dicha obligación.12 Pueden identificarse al menos 
tres tipos de omisiones en función del ámbito de competencia 
de las autoridades a quienes se atribuye el incumplimiento de un 
deber: administrativas, judiciales y legislativas.13

3.2. Omisiones administrativas

Una omisión administrativa se puede conceptualizar como la in-
actividad derivada en la que incurre una autoridad administrativa 
a pesar de estar obligada a desplegar una actuación. Atendiendo 
a la materia del asunto que ahora comentamos, en la presente 
exposición me referiré a las omisiones administrativas de índole 
material.14 Es decir, aquellas que se encuentran relacionadas con 
la satisfacción de necesidades públicas. 

Las omisiones administrativas de carácter material son sus-
ceptibles de ser justiciables por medio del juicio de amparo, 
pues puede ser objeto de este toda controversia suscitada por la 
omisión de una autoridad que viole los derechos humanos y las 
garantías otorgadas para su protección por la Constitución, así 
como por los tratados internacionales de los que el Estado mexi-
cano es parte. 

12	 Tesis 1a. XVII/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Décima Época, Libro 52, t. I, marzo de 2018, p. 1092, CONCEPTO DE OMI-
SIÓN COMO ACTOS DE AUTORIDAD, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-
sis/2016418 

13	 Tesis 1a. XVIII/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 52, t. I, marzo de 2018, p. 1107, TIPOS DE OMISIO-
NES COMO ACTOS DE AUTORIDAD PARA FINES DEL JUICIO DE AM-
PARO, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2016428 

14	 Resulta oportuno recordar qué es la función administrativa. En términos 
“formales” la función administrativa es aquella que realiza el Poder Ejecu-
tivo o la actividad que efectúan los órganos de la Administración Pública. 
Por otro lado, “materialmente” se puede concebir a la función administra-
tiva como la realizada por el Estado de una manera concreta, inmediata, 
continua y espontánea para satisfacer de manera directa las necesidades 
públicas. Al respecto, véase. Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto y Lucero 
Espinosa, Manuel, Compendio de Derecho Administrativo, 10a. ed., México, 
Porrúa, 2017, p. 34.
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Cabe señalar que la Primera Sala ha considerado que, para 
determinar la existencia de la omisión de una autoridad de ejer-
cer alguna de sus facultades, es suficiente advertir la coherencia 
o viabilidad del argumento respectivo en relación con el marco 
jurídico general que rija la actuación de la autoridad a la que se 
atribuye la omisión.15 Por su parte, la Segunda Sala ha resuelto 
que, cuando se impugnan omisiones, la autoridad responsable 
debe comprobar que cumplió con los requisitos que se le recla-
man; es decir, tiene la carga de demostrar que no se cometió la 
omisión que se le atribuye.16

3.3. Las omisiones con fuente en sede internacional 
“inconvencionalidades por omisión”

A partir de la reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de junio de 2011, el primer párrafo del artículo 1° cons-
titucional17 reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas 

15	 Tesis 1a. IV/2021 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Dé-
cima Época, Libro 84, marzo de 2021, t. II, p. 1215, ACTOS OMISIVOS. DE-
TERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE RECLAMA EN AMPARO 
INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE UNA AUTORI-
DAD, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2022760 

16	 Tesis S/N, Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, vol. 60, 
Tercera parte, p. 27, registro digital 238592, ACTO RECLAMADO NEGA-
TIVO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBE COMPROBAR QUE CUM-
PLIO LOS REQUISITOS QUE SE LE RECLAMAN, https://sjf2.scjn.gob.
mx/detalle/tesis/238592 

17	 Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los trata-
dos internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de 
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni sus-
penderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.

	 Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformi-
dad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

	 Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obliga-
ción de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
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fuentes son tanto la Constitución, como los tratados internacio-
nales de los que el Estado mexicano sea parte.

De igual forma, a través de lo dispuesto en el segundo párra-
fo del artículo en comento, se integró a nuestro ordenamiento 
jurídico el principio pro persona. En atención a este, las normas 
relativas a derechos humanos se deben interpretar de confor-
midad con la Constitución y los tratados internacionales privi-
legiando la protección más amplia a las personas. Al respecto, 
el Pleno del alto Tribunal ha sostenido que, de la interpretación 
literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas 
constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011 se desprende que  
las normas de derechos humanos, independientemente de su 
fuente, no se relacionan en términos jerárquicos. 

En ese sentido, el Pleno ha interpretado que los derechos hu-
manos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de 
regularidad constitucional. Este se integra no solo por los dere-
chos humanos reconocidos expresamente en el texto de la Cons-
titución, sino también por aquellos reconocidos en los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano forma parte. Di-
cho parámetro constituye el estándar de validez del resto de las 
normas jurídicas del país.18 De ahí que, en atención a lo dispuesto 
por el propio artículo 1° constitucional, todas las autoridades del 
Estado mexicano se encuentran obligadas a promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos por el 
bloque de regularidad constitucional.

Ahora bien —tal como se expuso líneas arriba— conforme al 
artículo 1, fracción I de la Ley de Amparo, a través del juicio de 
amparo es posible hacer justiciable cualquier controversia que 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la ley. […]

18	 Tesis P./J. 20/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 5, t. I, abril de 2014, p. 202, DERECHOS HUMANOS 
CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNA-
CIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGU-
LARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN 
HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE 
DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL, ht-
tps://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006224 
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se suscite por normas generales, actos u omisiones de autoridad 
que violen los “[…] derechos humanos reconocidos y las garan-
tías otorgadas para su protección por la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como por los tratados interna-
cionales de los que el Estado Mexicano sea parte”, es decir, que 
violen el parámetro de regularidad constitucional. 

En ese contexto, surgen las siguientes preguntas: ¿las autori-
dades pueden incurrir en omisiones por incumplir con obligacio-
nes establecidas en una disposición convencional o internacional 
en materia de derechos humanos? ¿las omisiones derivadas de 
normas de derecho internacional pueden ser reclamadas vía jui-
cio de amparo?

Pues bien, al resolver el amparo indirecto 543/2022 en co-
mento, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción reconoció que una autoridad incurre en violación a un dere-
cho humano por omisión si deja de observar las obligaciones que 
le impone una disposición convencional. Lo anterior, dado que el 
propio artículo 1° de la Constitución impone una obligación ge-
neral activa de respetar y garantizar los derechos humanos, con 
independencia de su ámbito de competencia, y con independen-
cia —también— de su fuente.

Para sustentar la “omisión derivada de normas de derecho 
internacional o inconvencionalidad por omisión”, es necesario 
recordar que cuando un Estado es parte del Pacto de San José 
tiene dos deberes principales: respetar y garantizar los derechos 
humanos. Asimismo, es importante tener presente que, si bien la 
Convención es un tratado internacional, no es uno del tipo tra-
dicional;19 se trata de un tratado en el que los Estados asumen 

19	 La Corte Interamericana ha establecido que los tratados de tipo tradicional 
son concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos para 
el beneficio mutuo de los Estados. En cambio, en torno a la Convención 
ha señalado que: “[…] Al aprobar estos tratados sobre derechos humanos, 
los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien 
común, asumen varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino 
hacia los individuos bajo su jurisdicción”.

	 Corte IDH. OC-2/82. El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículos 74 y 75), 
solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Opinión 

259 | 

Inconvencionalidad por omisión administrativa en detrimento de…



obligaciones en relación con los individuos que están bajo su ju-
risdicción. 

Es posible encontrar un ejemplo claro de ello en lo dispues-
to por el artículo 2° del Pacto de San José.20 Conforme a di-
cha disposición, cuando los derechos y libertades reconocidos  
en la Convención Americana Sobre Derechos Humanos no es-
tán garantizados por el derecho interno, los Estados parte tie-
nen el deber de adoptar las medidas que sean necesarias para 
dotarlos de efectividad. Asimismo, además del deber de adop-
tar medidas de derecho interno, los Estados quedan obligados a 
asegurarse de que dichas medidas sean efectivas. Es decir, que 
se cumplan. 

Lo anterior, en virtud de que, conforme a lo determinado por 
la Corte IDH, la ausencia de efectividad de una disposición con-
vencional puede afectar su existencia misma como norma jurí-
dica.21 

En este punto, es importante destacar que, al resolver el am-
paro en revisión en comento, la Primera Sala abordó el “efecto 
útil” de los compromisos internacionales sobre derechos hu-
manos. Al respecto, destacó lo establecido por la Corte Inte-
ramericana en el sentido de que los Estados deben vigilar que  
los compromisos internacionales en materia de derechos huma-
nos no queden mermados o anulados por la aplicación de normas 
o prácticas internas contrarias al objeto y fin del instrumento 

consultiva de 24 de septiembre de 1982, Serie A, núm. 2, párr. 29, https://
www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1261.pdf 

20	 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), art. 
2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si el ejercicio de 
los derechos y libertades mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya ga-
rantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Par-
tes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitu-
cionales y a las disposiciones de esta convención, las medidas legislativas o 
de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos 
y libertades, https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Ame-
ricana_sobre_Derechos_Humanos.pdf 

21	 Corte IDH. Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C, núm. 39, párr. 70, https://www.
corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_39_esp.pdf 
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o del estándar internacional de protección de los derechos hu-
manos.22 

Con base en los compromisos internacionales antes referi-
dos, la Primera Sala concluyó que una autoridad administrativa 
—en efecto— puede incurrir en una omisión frente al incumpli-
miento de una obligación establecida en una disposición conven-
cional o internacional en materia de derechos humanos.23 Incluso 
reconoció que toda actuación estatal —ya se legislativa, adminis-
trativa y/o judicial— debe ser acorde con el bloque de constitu-
cionalidad mexicano y, además, enfocarse en observar, respetar 
y promover los derechos humanos, conforme a lo dispuesto por 
el artículo 1° de la Constitución Federal. 

De igual forma, para sustentar la justiciabilidad de una omi-
sión (en dicho caso administrativa) en sede internacional o con-
vencional, la Sala hizo referencia a la vinculatoriedad directa de 
las normas internacionales de derechos humanos sobre la esfera 
de las autoridades. La Sala señaló que, conforme a la Convención 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados:24

i.	 Todo tratado vigente obliga a las partes que lo suscriben y 
debe ser cumplido de buena fe; y

ii.	 La observancia de los tratados internacionales no puede 
ni debe verse obstaculizada por el hecho de que existan 
normas de derecho interno contrarias a los mismos. 

22	 Corte IDH. Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2018. Serie 
C, núm. 186, párr. 180, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_186_esp.pdf 

23	 Tesis 1a./J. 80/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3570, OMISIONES ADMINISTRATIVAS 
CON FUENTE EN SEDE INTERNACIONAL. PUEDEN RECLAMARSE ME-
DIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, https://sjf2.scjn.gob.mx/
detalle/tesis/2026534 

24	 Al respecto véanse los artículos 26, 31.2 y 27 de la Convención de Vie-
na sobre el Derecho de los Tratados, https://www.oas.org/36ag/espanol/
doc_referencia/convencion_viena.pdf 
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En ese contexto, la Primera Sala destacó que recientemente, 
al resolver el caso Zompaxtle Tecpile y otros vs. México,25 la Corte 
IDH estableció que el Estado mexicano, como parte de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, no puede invocar 
disposiciones de derecho interno —incluyendo sus disposiciones 
constitucionales— para dejar sin efecto el cumplimiento de los 
tratados internacionales y efectuar un adecuado control de con-
vencionalidad. 

Finalmente, para robustecer la posibilidad de reconocer la 
justiciabilidad de una omisión de fuente internacional o conven-
cional, la Sala hizo referencia a la doctrina sobre la inobservancia 
de un tratado internacional. Conforme a esta teoría, los presu-
puestos de manifestación de una inconvencionalidad por omi-
sión son los siguientes.26 

1)	 Que el incumplimiento de una norma internacional en 
materia de derechos humanos derive en la violación de 
una disposición específica y directa del tratado; 

2)	 que la norma internacional no sea exigible en sí misma 
(operativa), sino de carácter estructuralmente programá-
tico. En la práctica, en el universo de las normas interna-
cionales hay algunas que no tienen mayor complejidad y 
se cumplen sin problema; sin embargo, existen otras (la 
mayoría que reconocen derechos económicos, sociales y 
culturales) cuyo desarrollo, al ser de carácter prestacio-
nal, es postergado o simplemente no se cumple; y

3)	 que en el ordenamiento jurídico interno no se impulsen 
medidas (legislativas, administrativas o jurisdiccionales) 
para tornar exigible y eficaz una norma convencional. 
Así, el bloque de convencionalidad y la falta de desarrollo 
y aplicación internos, se ven menoscabados por omisión.

25	 Corte IDH. Caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México. Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de noviembre de 2022. 
Serie C, núm. 470, párr. 118, https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_470_esp.pdf 

26	 Eto Cruz, Gerardo, “Inconstitucionalidad por omisión o inconvenciona-
lidad por omisión. Algunas reflexiones y antídotos para enfrentar estos 
males contemporáneos”, Justicia Electoral, núm. 16, vol. 1, julio-diciembre 
2015, p. 333, http://biblioteca.corteidh.or.cr/tablas/r34753.pdf 
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En ese sentido, la Sala estableció que lo que debe observar-
se en cada uno de los supuestos referidos es que: (1) el incum-
plimiento pueda constatarse de manera específica y no de una 
manera abstracta; (2) el desarrollo del derecho contenido en la 
cláusula convencional (normalmente de carácter económico, so-
cial o cultural) haya sido postergado o simplemente incumplido; 
y (3) la falta de la eficacia de ese derecho se deba a una omisión 
por parte del Estado.

A partir de todo lo anterior, la Sala concluyó que la simple 
inactividad de las autoridades del Estado fomenta la creación o 
mantenimiento de efectos jurídicos adversos, es decir, que son 
contrarios al parámetro de control de regularidad constitucional 
y, por esa razón, su inacción también se puede llegar a traducir 
en una fuente de inconstitucionalidad e inconvencionalidad que 
puede ser justiciable a través del juicio de amparo.

En este punto, me permito hacer una acotación. Si bien en el 
amparo en revisión 543/2022 el análisis de la Primera Sala versó 
sobre omisiones administrativas; lo cierto es que en la actualidad 
diversos académicos hemos mostrado interés y planteado diver-
sas posturas en torno a la inconstitucionalidad o inconvenciona-
lidad por omisión. En particular, respecto de la inconvencionali-
dad por omisión legislativa.27

Lo anterior, al advertir que diversas omisiones por parte de 
las autoridades legislativas de actuar conforme a los estándares 
internacionales en materia de derechos humanos constituyen 
una verdadera violación de derechos humanos.28 Asimismo, cabe 
señalar que la Primera Sala de la Suprema Corte de justicia de 

27	 Al respecto, véase González Alcántara Carranca, Juan Luis, et al., La In-
constitucionalidad por omisión derivada de normas de derecho internacional, 
Ciudad de México, Tirant lo Blanch, 2023, pp.61-94.

28	 Si bien el presente trabajo no tiene por objeto ahondar en torno a las 
omisiones legislativas, me parece importante señalar que se presenta una 
omisión legislativa propiamente dicha cuando exista un mandato consti-
tucional —derivado de los compromisos internacionales adquiridos por el 
Estado Mexicano al suscribir tratados internacionales en materia de de-
rechos humanos— que obliguen a los Poderes del Estado a adecuar su ré-
gimen normativo de conformidad con esos estándares internacionales, y 
dicha obligación haya sido total o parcialmente incumplida. 
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la Nación ya tuvo la oportunidad de analizar la temática de in-
convencionalidad por omisión legislativa y también reconoció la 
posibilidad de que esta sea justiciable vía amparo.29 

IV. Estándar de protección de los derechos  
humanos a un medio ambiente sano y al agua

4.1. El derecho humano a un medio ambiente sano

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha determinado que el derecho a vivir en un medio ambiente 
sano es un derecho humano auténtico que entraña la facultad de 
toda persona, como parte de una colectividad, de exigir la protec-
ción efectiva del medio ambiente en el que se desarrolla. Además, 
este derecho protege a la naturaleza por el valor que tiene en sí 
misma; lo anterior implica que su núcleo esencial de protección 
va más allá de los objetivos inmediatos de los seres humanos.30

Este derecho tiene dos dimensiones de protección. En primer 
lugar, una individual, cuya vulneración puede implicar afectacio-
nes directas e indirectas sobre las personas en conexidad con 
otros derechos como —por ejemplo— a la salud, a la integridad 
personal o la vida. Por otro lado, tiene una dimensión colectiva, 

29	 Amparo en revisión 439/2023, Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, Ciudad de México, 6 de septiembre de 2023, https://
www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?Asun-
toID=314348, en dicho caso, la parte quejosa reclamó la omisión de expedir 
y armonizar la legislación en materia de Declaración Especial de Ausencia 
para el Estado de Michoacán de Ocampo. Vid. Tesis 1a./J. 174/2023 (11a.), 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 31, t. II, noviembre 
de 2023, p. 1930, OMISIÓN LEGISLATIVA EN MATERIA DE PERSONAS 
DESAPARECIDAS Y DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA. SE AC-
TUALIZA CUANDO EL ESTADO MEXICANO INCUMPLE CON SUS DE-
BERES ADOPTADOS EN SEDE INTERNACIONAL, AL NO EMITIR LAS 
LEYES QUE REGULEN ESTA MATERIA, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/
tesis/2027550 

30	 Tesis 1a. CCLXXXIX/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Décima Época, Libro 61, t. I, diciembre de 2018, p. 309, DERECHO 
HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU NÚCLEO ESENCIAL, ht-
tps://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018636 
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al constituirse como un interés universal que se debe a genera-
ciones presentes y futuras.31 

Asimismo, el derecho al medio ambiente se clasifica en fun-
ción de su objeto de protección. Desde una dimensión objetiva 
o ecologista, el derecho en comento preserva al medio ambiente 
como un bien jurídico en sí mismo, es decir, en función de su im-
portancia para todos los organismos vivos con quienes los seres 
humanos comparten el planeta y que también merecen protección 
en sí mismos. Desde una dimensión subjetiva o antropocéntrica, 
la protección del derecho a un medio ambiente sano constituye 
una garantía para la realización y vigencia de los demás derechos 
reconocidos en favor de la persona. Cabe destacar que la vulnera-
ción a cualquiera de las dos dimensiones constituye una violación 
al derecho humano a un medio ambiente sano. Lo anterior, sin 
que sea necesario la afectación de otro derecho fundamental.32

Ahora bien —conforme a lo dispuesto por el artículo 4° de 
la Constitución Federal, así como por el —Protocolo de San Sal-
vador—;33 la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente de 1972; y la Declaración de Río sobre el Medio Am-
biente y el Desarrollo— es obligación de todas las autoridades del 
Estado (legislativas, administrativas y judiciales) adoptar, en el 
marco de sus competencias, todas aquellas medidas necesarias 
para la protección del ambiente.34

31	 Tesis 1a. CCXCII/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, p. 308, DE-
RECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU DIMENSIÓN 
COLECTIVA Y TUTELA EFECTIVA, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-
sis/2018635 

32	 Tesis 1a. CCLXXXVIII/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración, Décima Época, Libro 61, t. I, diciembre de 2018, p. 308, DERE-
CHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. LA VULNERACIÓN A 
CUALQUIERA DE SUS DOS DIMENSIONES CONSTITUYE UNA VIOLA-
CIÓN A AQUÉL, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018633 

33	 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

34	 Tesis 1a. CCXLVIII/2017 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Décima Época, Libro 49, t. I, diciembre de 2017, p. 411, DERECHO 
HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU CONTENIDO, https://
sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2015825 
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En consecuencia, las autoridades tienen un deber constitu-
cional e internacional (o convencional) de adoptar las medidas 
necesarias para garantizar a la ciudadanía el acceso a un medio 
ambiente de calidad tal que le permita llevar una vida digna y 
gozar de bienestar, tanto para las generaciones presentes como 
para las futuras.35

Bajo esas premisas, al resolver el amparo en revisión 
543/2022, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación recordó que, conforme al régimen internacional de de-
rechos humanos— es obligación del Estado ofrecer protección 
contra los abusos cometidos por agentes (estatales y no estata-
les) y ello implica que el Estado asuma una función esencial de 
regulación y arbitraje de las conductas de los agentes que afecten 
indebidamente el medio ambiente; por ejemplo, a través de la 
adopción de medidas apropiadas para prevenir, investigar, casti-
gar y reparar dichos abusos mediante políticas adecuadas, activi-
dades de reglamentación y sometimiento a la justicia.36

4.2. El derecho humano al agua

Para comprender a cabalidad el derecho humano al agua y su 
estándar de protección, es indispensable tener presente la re-
lación de interdependencia que existe entre el agua y el medio 
ambiente. El agua juega un papel imprescindible dentro de los 
ecosistemas y tiene un carácter integrador. Dicho carácter resul-
ta importante en cualquier determinación o medida que se tome 
para apropiarse del recurso hídrico, pues el agua se encuentra 

35	 Tesis 1a CCXLIX/2017 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración, Décima Época, Libro 49, Tomo I, diciembre de 2017, p. 410, DE-
RECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU CARACTERI-
ZACIÓN COMO UN DERECHO QUE A SU VEZ IMPLICA UN DEBER, 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2015824 

36	 Tesis 2a. III/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 50, Tomo I, enero de 2018, p. 532, DERECHO HU-
MANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. EL ESTADO TIENE LA OBLIGA-
CIÓN DE TOMAR LAS MEDIDAS POSITIVAS TENDIENTES A PROTE-
GERLO CONTRA ACTOS DE AGENTES NO ESTATALES, https://sjf2.scjn.
gob.mx/detalle/tesis/2016009 
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íntimamente ligada a los procesos funcionales del ecosistema.37 
De ahí que resulte necesario evaluar la sustentabilidad en el ma-
nejo del agua. 

Ahora bien, el fundamento jurídico del derecho humano al 
agua en sede nacional se encuentra en los artículos 4º, párrafo 
quinto; 27; 115, fracción III, inciso a); y, 122, apartado C, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin em-
bargo, es importante destacar que dichas disposiciones no otor-
gan elementos que garanticen su eficacia y ejercicio como dere-
cho fundamental. En ese sentido, la Primera Sala de la SCJN ha 
señalado que su naturaleza como —derecho humano— auténtico 
se encuentra reconocida en fuentes internacionales, en particu-
lar en la Observación general 15 del Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones 
Unidas.38

De conformidad con la Observación general referida, el agua 
es un recurso natural limitado y un bien público fundamental pa
ra la vida y la salud. Como derecho humano es indispensable para 
vivir dignamente y una condicionante previa para la realización 
de otros derechos.

A partir de lo anterior, al resolver el amparo en revisión 
543/2022 en comento, la Primera Sala determinó que el estándar de  
protección del derecho humano al agua reconoce el derecho de las 
personas a que las autoridades se abstengan de restringir su acce-
so en condiciones de disponibilidad, calidad y accesibilidad; a que 
adopten medidas positivas que protejan a las personas de actua-

37	 Ávila García, Patricia (ed.), Agua, medio ambiente y desarrollo en el siglo 
XXI: México desde una perspectiva global y regional, México, El Colegio 
de Michoacán/ Secretaría de Urbanismo y Medio Ambiente/ SEMAR-
NAT-Instituto Mexicano de Tecnología del Agua, 2003, p. 109.

38	 Silva Hernández, Francisca, “El agua como derecho humano”, Revista Inclu-
siones, Chile, Editorial Cuadernos de Sofía, vol. 7, núm. especial, 2020, p.6. 
ONU. Cuestiones sustantivas que se plantean en la aplicación del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación 
general núm. 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), Distr. GENERAL 
E/C.12/2002/11, 2002, 20 de enero de 2003, https://www.refworld.org/
es/leg/general/cescr/2003/es/39347
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ciones de otras que menoscaben ilegítimamente este derecho; y 
a adoptar las medidas necesarias para garantizar su preservación, 
suministro y saneamiento de forma potable, salubre y suficiente, 
sin ocasionar daño al medio ambiente, de tal manera que lo pue-
dan ejercer tanto las generaciones presentes como futuras.39

Asimismo, la Primera Sala estableció que las garantías míni-
mas para la protección del derecho humano al agua son las si-
guientes: 1) disponibilidad, de tal forma que su abastecimiento 
sea continuo y suficiente para usos personales y domésticos;  
2) calidad, pues su uso personal y doméstico debe ser salubre y, 
por tanto, no contener microorganismos o sustancias químicas o 
radioactivas que puedan representar una amenaza para la salud 
de las personas, así como tener un color, olor y sabor aceptables 
para ese mismo fin; y, 3) accesibilidad, consistente en que sus 
instalaciones y servicios deben ser asequibles para todas las per-
sonas sin discriminación.40

En ese sentido, la Primer Sala determinó que son garantías 
de la accesibilidad del derecho humano al agua las siguientes:  
1) física, que implica que debe poder accederse a un suministro 
de agua suficiente, salubre y aceptable, en cada hogar, institución 
educativa o lugar de trabajo o cercanías inmediatas; 2) económi-
ca, que implica que los costos, directos e indirectos, asociados 
con el abastecimiento de agua deben ser asequibles y nunca com-
prometer el ejercicio de otros derechos; 3) no discriminación, 
que quiere decir que el agua y sus instalaciones no pueden ser 
negados a persona alguna, mucho menos a sectores vulnerables y 
marginados de la población; y 4) acceso a la información, que im-
plica que toda persona tiene derecho a solicitar, recibir y difundir 
información sobre cuestiones de agua.41

39	 Tesis 1a./J. 82/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3565, DERECHO HUMANO AL AGUA. 
ESTÁNDAR DE PROTECCIÓN DEL, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-
sis/2026557 

40	 Tesis 1a./J. 81/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3566, DERECHO HUMANO AL AGUA. 
LA DISPONIBILIDAD, CALIDAD Y ACCESIBILIDAD SON GARANTÍAS 
PARA SU PROTECCIÓN, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026558 

41	 Tesis 1a./J. 83/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3567, DERECHO HUMANO AL AGUA. 
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Asimismo, la Sala concluyó que las obligaciones generales del 
Estado mexicano en materia de protección al derecho al agua42 
se pueden agrupar en obligaciones de: 1) respetar; 2) proteger; 
y 3) cumplir. Si bien me gustaría profundizar en cada una de las 
obligaciones en comento; lo cierto es que el listado de más de 
veinte acciones concretas precisadas por la Sala ameritaría una 
exposición particular. De modo que, en esta ocasión, no será po-
sible ahondar en dicho listado. 

Sin embargo, me permito señalar que las obligaciones ge-
nerales del Estado mexicano en materia del derecho humano al 
agua se pueden sintetizar de la siguiente manera:43 

a.	 Abstenerse de restringir el acceso al agua en condiciones 
de disponibilidad, calidad y accesibilidad (física, econó-
mica, sin discriminación y de manera informada); 

b.	 Adoptar todas las medidas positivas necesarias para pro-
teger a la ciudadanía de actuaciones de terceros, estatales 
y no estatales, que menoscaben ilegítimamente el ejerci-
cio del derecho humano al agua; y 

c.	 Adoptar todas las medidas positivas necesarias para ga-
rantizar la preservación, el suministro y el saneamiento 
de agua potable, salubre y suficiente, sin ocasionar daño 
al medio ambiente, de tal manera que lo puedan ejercer 
tanto las generaciones presentes como las futuras.

LAS GARANTÍAS DE LA ACCESIBILIDAD SON: FÍSICA, ECONÓMICA, 
NO DISCRIMINACIÓN Y ACCESO A LA INFORMACIÓN, https://sjf2.
scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026559 

42	 Tesis 1a./J. 78/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3562, DERECHO HUMANO AL AGUA. 
CONTENIDO Y ALCANCE DE LAS OBLIGACIONES GENERALES DEL 
ESTADO MEXICANO EN MATERIA DE ESTE DERECHO, https://sjf2.
scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026556

43	 Tesis 1a./J. 77/2023 (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 26, t. IV, junio de 2023, p. 3572, OMISIONES ADMINISTRATIVAS 
EN DETRIMENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS AL MEDIO AMBIEN-
TE Y AL AGUA. SON INCONVENCIONALES, https://sjf2.scjn.gob.mx/de-
talle/tesis/2026535 
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V. Inconvencionalidad por omisión  
administrativa en detrimento de los derechos  

humanos al medio ambiente y al agua

A partir del estudio de las temáticas a las que me he referido a 
lo largo de la presente exposición, al resolver el amparo en re-
visión 543/2022, la Primera Sala de la SCJN determinó que las 
autoridades del Estado mexicano pueden incurrir en omisiones 
administrativas cuando incumplen con sus deberes adoptados en 
sede internacional en materia de promoción, protección, defensa 
y garantía del derecho humano al agua; omisiones que resultan 
inconvencionales.44 

Lo anterior, al reconocer que las omisiones administrativas se 
configuran como auténticas violaciones a los derechos humanos 
reconocidos por el parámetro de control de regularidad consti-
tucional, cuerpo normativo que goza de eficacia directa. Bajo esa 
premisa, las autoridades del Estado mexicano —dentro de sus 
respectivas competencias— incurren en una inconvencionalidad 
por omisión administrativa cuando incumplen con alguna de sus 
obligaciones generales en materia del derecho humano al agua. 

Con base en dichos razonamientos, la Sala concluyó que, en 
el caso materia de estudio en el amparo en revisión 543/2022, 
las autoridades señaladas como responsables fueron omisas en 
acatar diversas de sus obligaciones (de respetar, proteger y cum-
plir), internacionales y nacionales, en materia del derecho hu-
mano al agua, en relación con el diverso derecho a un medio am-
biente sano.

En ese sentido, la Sala determinó que las autoridades señala-
das como responsables han sido omisas en desplegar sus atribu-
ciones para cumplir con su deber de adoptar las medidas nece-
sarias para garantizar el suministro sustentable de agua potable, 
salubre y suficiente a las personas físicas integrantes de la parte 
quejosa, quienes habitan un entorno adyacente al acuífero mate-
ria de la litis; así como su adopción en aras de hacer efectivo el 
objeto social de la persona moral que la integra.

44	 Idem.
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VI. Conclusiones

A partir de todo lo expuesto, es posible establecer las siguientes 
conclusiones: 

•	 En la actualidad, la justiciabilidad de los derechos econó-
micos, sociales, culturales y ambientales no se encuentra 
limitada por el ordenamiento jurídico interno del Estado 
Mexicano. 

•	 Atendiendo al parámetro de regularidad constitucional 
que rige en México, toda actuación estatal —ya se legisla-
tiva, administrativa y/o judicial— debe ser acorde con el 
bloque de constitucionalidad mexicano y, además, enfo-
carse en observar, respetar y promover los derechos hu-
manos, conforme a lo dispuesto por el artículo 1° de la 
Constitución Federal. 

•	 Las omisiones en que incurren las autoridades al incum-
plir con obligaciones establecidas en normas de derecho 
internacional en materia de derechos humanos se pueden 
llegar a traducir en una fuente de inconstitucionalidad e 
inconvencionalidad que puede ser justiciable a través del 
juicio de amparo. 

•	 Además de los criterios previamente establecidos por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en torno al interés legítimo en el juicio de amparo en ma-
teria ambiental, se debe considerar que dicho interés se 
acredita con la sola existencia de un vínculo entre quien 
alega ser titular del derecho y los servicios ambientales 
que presta el ecosistema presuntamente vulnerado. Di-
cho vínculo surge cuando la quejosa acredita habitar o 
utilizar su “entorno adyacente”; sin que para ello resulte 
indispensable demostrar que el daño al medio ambiente 
existe efectivamente. 

•	 Atendiendo al parámetro de regularidad constitucional 
que rige en México, las autoridades del Estado mexicano 
pueden incurrir en omisiones administrativas cuando in-
cumplen con sus deberes adoptados en sede internacional 
en materia de promoción, protección, defensa y garantía 
del derecho humano al agua; omisiones que resultan in-
convencionales.
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